
  Radicado: 66170-60-00-066-2010-01005-01

                                                           Procesado: Jair Andrés Galeano Franco
Tipo penal: hurto calificado

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISION PENAL

Magistrado  Ponente:

LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, veintisiete (27) de octubre de dos mil diez (2010)
Hora: 5:20 p.m.
Aprobado según Acta No. 700.
Radicación:


66170-60-00-066-2010-01005-01

Procesada:


Jair Andrés Galeano Franco 
Conducta Punible:

Hurto calificado



Procedencia:

Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas.
ASUNTO:

Se pronuncia la Sala por medio de este proveído frente al recurso de apelación interpuesto por el defensor del acusado Jair Andrés Galeano Franco, contra la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas.

ACTUACION PROCESAL:

Informa el expediente que en horas de la tarde del 1º de julio último fue aprehendido Jair Andrés Galeano Franco por miembros de la Policía Nacional, porque momentos antes mediante intimidación despojó al señor Erik Giraldo Carmona de un aparato electrónico para reproducción de música tipo MP3 marca Titán, avaluado en $ 300.000, el cual fue recuperado.
En la audiencia de imputación Galeano Franco aceptó el cargo de hurto calificado por ejercer violencia sobre las personas, lo cual dio pábulo a la posterior diligencia ante el juez de conocimiento, con la finalidad de adoptar la sentencia de rigor.
FALLO DE PRIMER GRADO:

En los términos de la acusación presentada por la Fiscalía y al verificarse que su aceptación fue libre, voluntaria y debidamente informada, el Juzgado puso fin a la instancia mediante sentencia en la que condena a Galeano Franco a la pena principal de 26 meses y 12 días de prisión, a la accesoria de rigor y negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, decisión ante la cual la defensa expresó su inconformidad.

DE LA IMPUGNACION:

El Defensor – recurrente – 

Aseguró que no existe congruencia entre lo fáctico y lo jurídico, porque en el hecho que se imputa no hubo utilización de arma cortopunzante, ya que no se trató de un ‘cuchillo’ sino de una ‘cuchilla’ de menores medidas, argumento éste que se ha utilizado para restringir la libertad de su representado e insiste en la nimiedad del ‘arma’ sobre la que dice no tiene la capacidad de causar heridas graves, por lo que considera un desacierto la negativa del sustituto penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuya revocatoria solicita.
La Fiscalía – no recurrente – 

Afirma que se imputó el delito de hurto calificado y pese a portar un arma, para el defensor no tiene importancia, a pesar de que con ella podría lesionar a su víctima y quienes realizaron el procedimiento indicaron que se trataba de un cuchillo, asimilándolo a un arma cortopunzante. 
El Ministerio público –no recurrente-

Solicitó la confirmación de la decisión adoptada, por considerar que el subrogado estuvo bien denegado por el fallador.

CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para revisar la sentencia que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.

Problema jurídico:

Acorde con el objeto de la alzada, corresponde determinar por parte de la Colegiatura si los argumentos expuestos por la defensa resultan suficientes para sustentar con éxito el punto de inconformidad relacionado con la no concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal, o en su defecto, si el fallo de primer grado debe mantenerse.

SOLUCIÓN:

Previamente a decidir sobre los puntos objeto de alzada, debe el Tribunal dejar sentado que la presente actuación estuvo regida por las normas que regulan el debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y por ende no se observa afectación a los derechos o garantías fundamentales del acusado, por manera que no existe ninguna irregularidad que pueda enervar lo actuado. 

La sentencia bajo estudio fue proferida como consecuencia de la aceptación anticipada de cargos por parte del justiciable Galeano Franco, cuya manifestación de voluntad se exteriorizó al momento de efectuarse la formulación de imputación, lo cual significa que el presente asunto se tramitó bajo la cuerda de un procedimiento abreviado, expedito y sumario.

Lo discurrido por la defensa se contrae a manifestar su insatisfacción con el fallo, porque en su texto se indica que el agresor utilizó un arma cortopunzante la cual se describe como un cuchillo, con el que redujo a su víctima para perpetrar el hurto y ello generó que se le dedujera precisamente en el proceso de adecuación típica, la circunstancia cualificante prevista en el artículo 240, inciso 2º del numeral 4º, al haber ejercido violencia sobre la persona cuyo patrimonio económico se afectó con tal despropósito.
El titular de la defensa se duele de que sobre las circunstancias determinantes del hecho se haya mencionado la utilización de un arma cortopunzante, lo que no es verdad, porque su asistido usó no un ‘cuchillo, sino una ‘cuchilla’ de pequeñas proporciones, ante lo cual no debió negarse el subrogado penal.

Si observamos el texto de la sentencia, se aprecia con claridad que se negó la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal por la modalidad empleada al ejercerse violencia contra la persona y dada la carencia de valores morales que mostró el justiciable, luego la longitud del arma esgrimida en nada incide para tal determinación.
Al efecto, conviene recordar que para que la violencia sea calificante del hurto no necesariamente tiene que ser material o a través del despliegue de armas de gran magnitud, porque con algunos artefactos de menores proporciones se puede causar daño a la víctima e inclusive con la sola amenaza –violencia moral- se puede poner en desventaja a un congénere.

De otra parte, no debe pasar inadvertido que al momento de realizarse la audiencia en la que se anunció el sentido del fallo, el censor expresó algunas inquietudes relacionadas con la dosificación de la sanción, que fueron acogidas por el fallador, mas no desconoció el marco típico sobre el cual discurrió la aceptación unilateral de cargos por parte del imputado.

Pero el discurso defensivo se condujo por cauces diversos cuando se pretende cuestionar el fallo, sobre un punto cardinal cuyo ataque se dirige contra la tipicidad sobre la cual se encasilló la conducta reprochada, olvidando el censor que el cargo por el delito de hurto calificado enrostrado en la audiencia de imputación fue aceptado por su representado con su anuencia, ante lo cual renunció entre otros derechos, a controvertir precisamente este aspecto de la estructura de la sentencia.
Si se aceptó por el imputado tanto el hecho como las circunstancias que condujeron a un encasillamiento típico del delito de hurto calificado, como en efecto lo manifestó en forma libre, consciente, voluntaria y debidamente informado, no puede ahora efectuarse reproche sobre tales aspectos, a los que se renunció controvertir en un juicio oral, máxime que esta instancia encuentra ajustado a la legalidad el allanamiento y consecuencialmente atinada la decisión en el sentido indicado.
La jurisprudencia, frente al tema, ha precisado:
“En efecto, la Sala estima necesario reiterar que el instituto del allanamiento a la imputación obedece a una política criminal que se sustenta, de una parte, en el objetivo de lograr eficacia y eficiencia en la administración de justicia, con miras a que el imputado o acusado, según el caso, resulte beneficiado con una sustancial rebaja respecto de la pena que habría de imponérsele si el fallo se profiriera al término del trámite ordinario, y, de otra, que el Estado ahorre esfuerzos y recursos en su investigación y juzgamiento.

“En tales condiciones, es dentro del marco de los principios de lealtad, preclusión y seguridad que las partes deben acatar la aceptación de cargos como acto unilateral que es del sindicado y su defensor. Es por ello que no hay lugar a controvertir, con posterioridad al reconocimiento de la incriminación de los cargos formulados por la fiscalía, aspectos tales como los presupuestos probatorios de la calificación jurídica de la conducta punible, la responsabilidad del procesado, o bien la competencia del funcionario de la fiscalía que solicita su aprobación ante juez de control de garantías”.
 
De otro lado, echa de menos la Colegiatura una réplica a los argumentos expuestos por la falladora en su acápite destinado al estudio del sustituto penal, los que no fueron desvirtuados, es decir, el señor defensor no adujo una razón clara y coherente, todo lo cual permite establecer que se desentendió de su deber de hilvanar adecuadamente con los argumentos inmersos en el fallo cuestionado los cuales le permitieron negar la gracia que ahora lo incomoda.

El señor defensor se limita a exponer su personal ponderación jurídica del asunto en torno a la circunstancia que califica el tipo de hurto, olvidando que en ese aspecto ya existe aceptación válida de cargos por el implicado, de tal suerte que su controversia en este estadio sólo puede circunscribirse a los aspectos relacionados con el subrogado de la condena de ejecución condicional.

No hay duda que en tal sentido el fallo aquí atacado es acertado y se aprecia una motivación suficiente y concordante con la decisión final, por lo que merece su ratificación.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

Confirmar la sentencia emanada del Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas, en cuanto fue objeto de apelación.

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.
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